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Sentencia pionera en Espaina que define
juridicamente y aplica la técnica de
«Jjuzgar con perspectiva de género»

T\ GLOR1A Povatos 1 Matas®

Sumario

I Introduccién. Objeto del recurso de suplicacién de la primera sentencia que
aplica la «técnica de juzgar con perspectiva de género». II. Incorporacién de
la dimensién de género en la imparticién de Justicia. Definicién y fundamen-
tacién juridica. III. Conclusiones.

Resumen

La autora comenta la Sentencia de la Sala Social del Tribunal de Justicia de
Canarias (Las Palmas) que estimé el recurso planteado por una victima de
violencia de género divorciada del causante, para reclamar pensién de viudez.
Segun la autora se trata de una resolucién pionera en Espafia porque define
juridicamente la técnica de «juzgar con perspectiva de género» para aplicarla

posteriormente al caso sentenciado de forma muy didactica.

Palabras clave
Perspectiva de género, derecho a la igualdad, no discriminacién, sexo.

Abstract

The author comments the Judgment of the Social Chamber of the Court of
Justice of the Canary Islands (Las Palmas), which upheld the appeal filed by
a victim of gender-based violence divorced from the deceased, to claim a wid-
ow's pension. According to the author, it is a pioneering resolution in Spain
because it legally defines the technique of "judging from a gender perspec-
tive" and then applies it to the case that is sentenced in a very didactic way.

Keywords
Perspective of gender, right to equality, non-discrimination, sex.

* Magistrada de la Sala Social del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (Espafa).
Presidenta de la Asociacién de Mujeres Juezas de Espafia y de la Asociacion Canaria de Iusla-
boralistas. En junio de 2017 recibid, junto a mis companeros y companeras de Sala, el premio
anual Mallete de Oro Women’s Link Worlwide, a la mejor sentencia de género, en calidad de
ponente de la Sentencia de 7 de marzo de 2017 (Rec. 1027/2016) del Tribunal Superior de
Justicia de Canarias (Sala Social, Las Palmas). Doctoranda. Dedicacién a los cuidados de una
hija, durante los tltimos nueve afios, que me han aportado inteligencia emocional y las me-
jores habilidades profesionales en la resolucién y gestién de decisiones con impacto humano,
ademds de intuicién y destreza resolutiva.
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I. Introduccion

uzgar con perspectiva de género no es una ideologfa ni —solo— una pro-
puesta feminista', se trata de un mandato juridico vinculante para

los érganos jurisdiccionales, tal y como se senala en el Dictamen del
omité CEDAW (Convencién sobre la Eliminacién de Todas las Formas de
Discriminacién contra la Mujer) del6 de julio de 2014, entre otros, en el

Asunto de Angela Gonzdlez, en relacién a Espana’.

Ello no es una opcién del juez o la jueza sino un imperativo legal
vinculante para todos los poderes del Estado. La interpretacién y aplica-
cién de las normas desde esta perspectiva, exige equidad, contextualizacién
y actuacién conforme al principio «pro persona», como hermenéutica que
obliga a los érganos jurisdiccionales a adoptar interpretaciones juridicas que

garanticen la mayor proteccién de los derechos humanos de las mujeres.

Hacer real el principio de igualdad no permite «neutralidad»?, hay

que adoptar un enfoque constitucional.

! La categorfa analitica de «género», como pone de relieve la profesora Rosa Coso, fue
acufiada en 1975 por la antropéloga feminista Gayle Rubin, para dar cuenta de la desventajosa
posicién social de las mujeres a lo largo de la historia. En tal sentido, forma parte de un corpus con-
ceptual, de cardcter transdisciplinar, y de un conjunto de argumentos construidos desde hace ya
tres siglos, cuyo objetivo ha sido poner de manifiesto los mecanismos y dispositivos que crean
y reproducen los espacios de subordinacién, discriminacién y opresién de las mujeres en cada
sociedad. Ver: Rosa Coso Bepia, Aproximaciones a la teoria critica feminista, Lima, Comité
de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de las Mujeres (CLADEM),
2014, pp. 8-10.

2 La CEDAW es uno de los tratados internacionales de derechos humanos de Naciones
Unidas mds operativo en la conquista de la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres
y hombres. Fue aprobada por la Asamblea General en 1979 y entré en vigor en 1981, siendo
ratificada por Espana en 1984. La propia Convencién cred el «Comité para la Eliminacién de
la Discriminacién de la Mujer» que examina los progresos realizados por los diferentes Estados
parte en la aplicacién de la Convencién. Debiéndose destacar aqui el Dictamen nim. 47/2012,
dirigido al Estado espafiol. Disponible en: <goo.gl/BDmRjL>.

3 Katharine Barlett y Catharine MacKinnon, destacadas exponentes de la teorfa feminista
del derecho, cuestionan no solo la supuesta «neutralidad de las normas» sino también la preten-
dida objetividad y «neutralidad» en la aplicacién del derecho. En efecto, como pone de relieve
Roberto Gargarella, en la presentacién del emblemdtico libro Feminismo inmodificado, una de
las tesis centrales de la reflexién de MacKinnon es que «el derecho no solo no es neutral, sino
que la retérica liberal de la igualdad es el manto tras el que la legalidad patriarcal estructura
la opresién basada en el sexo» Ver: Catherine MacKiNNoN, Feminismo inmodificado. Discursos
sobre la vida y el derecho, Buenos Aires, Siglo XX Editores, 2014, p 11. En esa misma linea,
Ana Sénchez, entre otras autoras, pone de manifiesto que a lo largo de la historia, las mujeres
y los movimientos feministas han luchado por desenmascarar la pretendida «neutralidad» del
derecho. Ver: Ana Sincuez Urrutia, «Prélogo», en Ana Sincuez Urrutia y Nuria Pumar
BELTRAN (coords.), Andlisis feminista del derecho. Teorias, igualdad, interculturalidad y violencia
de género, Barcelona, Universidad Auténoma de Barcelona, 2014, p.12.
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En el caso analizado por la sentencia canaria, la demandante y el cau-
sante contrajeron matrimonio el 18 de julio de 1981, fruto del cual nacieron
dos hijas. El 29 de junio de 1995 se dict6 sentencia de separacién del matri-
monio, sin hacerse mencién a la pensién compensatoria y el 1 de septiembre
de 1999 fue dictada la sentencia de divorcio, declarando la disolucién del

matrimonio. El causante fallecié el 16 de junio de 2014.

La sentencia del juzgado social recurrida desestimé la demanda planteada
por la viuda divorciada en su modalidad de victima de violencia de género, sus-

tancialmente por tres motivos:

a)  No quedd suficientemente probada la violencia de género, pues
solo una de las maltiples denuncias planteadas por la actora frente
al causante se tramit6 judicialmente y ademds fue archivada, «sin

mayor transcendencia».

b)  Ademis, la responsable del Instituto Canario de la Mujer no rati-
ficé en el acto del juicio los dos certificados expedidos en 1994 y
1997 donde recogia que se habfa atendido a la actora: «por motivo
de la incesante situacién de violencia sufrida junto a sus dos hijas

menores en su matrimonio, producido por su esposo».

c)  Tampoco acudieron al juicio como testigos de la situacién de vio-
lencia las hijas de la reclamante que aparecen como testigos presen-

ciales en varias de las denuncias planteadas por la demandante.

II. Incorporacién de la dimensién de género en la imparticién de justicia.
Definicién y fundamentacién juridica

En el caso materia de andlisis, la Sala revoca la sentencia destacando
que en casos como el presente debe juzgarse con perspectiva de género, tal y
como se recoge en el articulo 4 de la Ley Orgdnica 3/2007 de 22 de marzo
de igualdad efectiva de mujeres y hombres®, cuya rdbrica es «integracion
del principio de igualdad en la interpretacién y aplicacién de las normas» y
supone la concrecién del principio y del derecho fundamental a la igualdad

efectiva:

* Ley Orgdnica 3/2007 de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres
(BOE ntim. 71 de 23 de mayo de 2017).
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La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un
principio informador del ordenamiento juridico y, como tal, se integrard

y observard en la interpretacion y aplicacién de las normas juridicas.

Para entender por qué y para qué hay que juzgar con perspectiva de
género debe partirse de los estereotipos, prejuicios y roles sexistas como base
de la discriminacién contra las mujeres (vigentes incluso en los paises mds
avanzados en la proteccién de los derechos humanos). Nos enfrentamos a unos
poderosos enemigos cognitivos porque, como sefialaba Alphonse Bertillon’,

«solo se ve lo que se mira y solo se mira lo que se estd preparado para ver».

Las caracteristicas de género son construcciones socioculturales que
varfan a través de la época, la cultura y el lugar; se refieren a los rasgos psico-
16gicos y culturales que la sociedad atribuye, a cada uno, de lo que considera
«masculino» o «femenino». La violencia de género, fisica y/o psicolégica,

deriva directamente de las referidas asimetrias endémicas® y estructurales.

El acto de estereotipar es de origen social y se construye a través del
aprendizaje observacional, luego se integra en nuestro tejido perceptivo hasta
el punto de no tener conciencia de ello, por lo que no lo diagnosticamos
como un problema que requiera remedio legal o de otro tipo. Los prejui-
cios determinan «cémo debemos ser», en vez de reconocer «quiénes somos»
y cuando penetran en el sistema judicial lo distorsionan, perpetuando las
asimetrias sociales entre hombres y mujeres mediante resoluciones que se
convierten en «armas de discriminacién institucional». Su presencia en los
sistemas de justicia tiene consecuencias perjudiciales para los derechos de
las mujeres, particularmente para las victimas y supervivientes de diferentes
formas de violencia, pudiendo impedir el acceso a una tutela judicial efec-
tiva. Las «preconcepciones» afectan a la capacidad individual de quien debe
evaluar los hechos de un caso concreto con mente abierta. Ello predispone
a quien juzga y compromete la imparcialidad que debe regir la actividad
jurisdiccional, y exacerba en casos de sobrecarga judicial y facilita el camino
simple y acritico, de dar por vélidos los «mandatos» sociales derivados de la

estereotipia.

> Alphonse BErTIiLLON (1853-1914), investigador e impulsor de métodos de individuali-
zacién antropoldgica.

¢ Rosa CoBo Bepia, «Género», en Celia Amor6s Puente (dir.), 10 palabras clave sobre
mugjer, Navarra, Verbo Divino, 1995, pp. 55-84.
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La estereotipacién de género institucional, es una cuestién de dere-
chos humanos identificada como una forma de discriminacién en la Con-
vencién sobre la Eliminacién de Todas las Formas de Discriminacién contra
la Mujer” (CEDAW)?, en el Convenio del Consejo de Europa sobre la pre-
vencion y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia domés-
tica (Convenio de Estambul)’ y otras herramientas internacionales como la
Recomendacién niim. 33 del Comité CEDAW, de agosto de 2015, sobre «el
acceso de las mujeres a la justicia», donde se insiste en la formacién y capaci-

tacién adecuada de las personas que operan en el sistema judicial.

Espafa, ademds, ya fue condenada por la ONU, precisamente por in-
cumplir los referidos preceptos de la CEDAW (Comunicacién nium. 47/2012
del Comité CEDAW. Asunto Angela Gonzdlez), con una expresa recomen-
dacién de dar formacién en género y frente a los estereotipos a personas
que operan en la justicia y expresamente a jueces y juezas. El caso de Angela
Gonzélez es el de una victima de violencia de género que habia presentado
51 denuncias ante juzgados y comisarias frente a su exmarido, por gravisimas
amenazas, agresiones e intento de rapto e igualmente para evitar las visitas sin
vigilancia de la hija comun del matrimonio. Pero sus denuncias no fueron
atendidas y su hija Andrea, con tan solo siete afos fue asesinada por su padre
de un disparo. La historia de Angela es, seguramente, la descripcién mds
trigica de la violencia que las instituciones ejercen contra las victimas de la
violencia machista. En el dmbito juridico, hay una larga historia de estereo-
tipos sobre las testigos mujeres como «intrinsecamente mentirosas» 0 como
«intrinsecamente no confiables» y, por lo tanto, se cree que es mds probable

que mientan al testificar en casos de violencia sexual.

7 Articulos 5, inc. a) y 2, inc. d) de la Convencidn sobre la Eliminacién de Todas las For-
mas de Discriminacién contra la Mujer de 18 de diciembre de 1979 (CEDAW)). Ratificado por
Espafia el 16 de diciembre de 1983 (BOE 21/03/1984), en relacién con los articulos 1, 9, 10
y 96 de la Constitucién Espanola.

8 La CEDAW es considerada la «Carta Internacional de los Derechos Humanos de las
Mujeres» ya que constituye el primer instrumento internacional que incluye todos los derechos
humanos de las mujeres explicita o implicitamente al prohibir todas las formas de discrimina-
cién por razones de sexo. Ver: Alda Faco, «La carta magna de todas las mujeres» en Ramiro
AviLa, Judith Satcapo y Lola Varapares (comps.), El género en el derecho. Ensayos criticos,
Quito, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de Ecuador/Oficina del Alto Comisionado
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (UNIFEM), 2009, pp. 541-558.

? Articulos 12, inc.1° y 14 del Convenio del Consejo de Europa sobre prevencién y lucha
contra la violencia sobre las mujeres y la violencia doméstica de 11 de mayo de 2011, ratifica-
do por Espafia en 2014 (BOE 06/06/2014), en relacién con los articulos 1, 9, 10 y 96 de la
Constitucién Espanola.
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El mismo Comité CEDAW también ha advertido reiteradamen-
te sobre las distorsiones judiciales que producen los estereotipos de género
proyectados en delitos sexuales, cuando quienes juzgan aplican el rol de /z
«victima ideal» partiendo del prejuicio del «consentimiento sexual implicito»
de las mujeres, lo que se traduce procesalmente en una exigencia afiadida a
las victimas (mayoritariamente mujeres), que deberdn probar una resistencia
fisica, contumaz, clara y terminante frente al acto de la violacién para poder

ser «crefbles judicialmente»'’.

El principio de integracion de la dimensién de género en la actividad
juridica vincula a todos los Poderes del Estado: al Legislativo, al Ejecutivo y
al Judicial. La vinculacién de la actividad jurisdiccional del Judicial —dada su
independencia— deriva de su sumisién al imperio de la ley prescrito por el
articulo 117 de la Constitucién Espanola. Tal afirmacién se encadena con la
existencia de un amplio derecho antidiscriminatorio, con amparo constitu-
cional en los articulos 9.2" y 14'? del texto constitucional espafol, que debe

desplegarse en tres fases judiciales concretas:

a)  En la tramitacién del procedimiento a través de un nutrido con-
junto de cldusulas de proteccién jurisdiccional efectiva de la igual-
dad de género que, con cardcter general, tienden a flexibilizar el

rigor procesal y a garantizar la tutela de las victimas.

b)  Enlavaloracién de la prueba. Distribucién de la carga de la prueba

de la discriminacién, relevancia de la declaracién de la victima.

c)  Enlaaplicacién de las normas sustantivas especificamente dirigidas
a la mayor efectividad de la igualdad de trato y oportunidades. Pro-
hibicién de discriminacién directa e indirecta, medidas de accién
positiva, democracia paritaria e igualdad de oportunidades, dere-
chos de maternidad y conciliacién, proteccién frente a la violencia

de género.

19 Ello se contiene en niimeros dictdmenes del Comité CEDAW, entre los que son destaca-
bles: la Comunicacién ntim. 34/2011 de 12 de marzo de 2014 (Caso R.PB. contra Filipinas) y
la Comunicacién ndm. 18/2008 de 29 de noviembre de 2007 (Caso K. 1. Vertido v. Filipinas).

' El articulo 9. inc. 2¢ de la Constitucién Espanola dispone: «Corresponde a los poderes
publicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en
que se integra sean reales y efectivas; remover los obstdculos que impidan o dificulten su plenitud y fa-
cilitar la participacién de todos los ciudadanos en la vida politica, econdmica, cultural y social».

12 El articulo 14 de la Constitucién Espanola dispone: «Los espafioles son iguales ante la
ley, sin que pueda prevalecer discriminacién alguna por razén de nacimiento, raza, sexo, reli-
gién, opinién o cualquier otra condicién o circunstancia personal o social».
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2.2. Valoracion de la prueba con perspectiva de género

En el caso que nos ocupa, la actora contrajo matrimonio con el cau-
sante en fecha 18 de julio de 1981 y se separé en 1995, es decir, mucho antes
de la entrada en vigor de la Ley Orgdnica 1/2004, de 28 de diciembre de
medidas de proteccion integral contra la violencia de género™ y, por tanto,
mucho antes de iniciarse un abordaje integral de lucha desde todos los po-
deres publicas frente a la violencia de género, y mucho antes —también— de
iniciarse la sensibilizacién social de que la violencia de género no es un pro-
blema doméstico o de dmbito privado, por lo que debe tomdrsela muy en

cuenta en el andlisis e imparticién de justicia en el caso analizado.

El causante fallecié el 16 de julio de 2014 y la actora solicité entonces
la pensién de viudedad como victima de violencia de género. Las pruebas

presentadas por la demandante fueron:

-Documento en el que la jefa del negociado del servicio de atencién
e informacién a la mujer del Instituto Canario de la Mujer certificé
el 13 de noviembre de 1994 y el 19 de septiembre de 1997 que la
actora fue atendida en el centro «por motivo de la incesante situacién
de violencia sufrida, junto con sus dos hijas menores, en su matrimonio

con el causante».

La actora habia presentado con anterioridad a la separacién y también
con posterioridad, en la Comisaria Central del Cuerpo Nacional de Policia
y en el juzgado, multiples denuncias (siete denuncias ante la comisarfa y tres
actuaciones judiciales), tanto por incumplimiento de las medidas acordadas
en el procedimiento de divorcio, como por amenazas, violencia econdmica,
lesiones e insultos proferidos por el causante, con distintos resultados mas en

ningtin caso se obtuvo sentencia condenatoria del agresor.

La Sala canaria, llega a una conclusién diferente a la de la instancia,
recordando lo contenido en la reciente sentencia del Tribunal Supremo de 20
de enero de 2016 (Recurso 3106/2014) y, sobre todo, al integrar la perspec-

tiva de género en la valoracién de la prueba aportada:

" Ley Orgdnica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de proteccién integral contra la
violencia de género (BOE nim. 313 de 29 de diciembre de 2004).
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a) De un lado, entiende que los certificados de 1994 y 1997 otorgados
por la jefa del negociado del servicio de atencién e informacién a la mu-
jer del Instituto Canario de la Mujer, que no habfan sido impugnados
de contrario, son un indicio sustancial en la probanza de la situacién de
violencia continuada que padecia la victima, hace mds de 22 anos. Debe
también destacarse que se trata de certificados expedidos por quien te-
nfa competencia para hacerlo en nombre de una entidad administrativa
competente en materia de violencia de género y, por ello, debe merecer
una consideracién diferente a la que tendria un documento suscrito por
un particular. Y a ello debe anadirse, la dificultad evidente de traer a

juicio para su ratificacién, a quien los suscribié hace mds de 22 afios.

Por tanto, los certificados deben ser valorados como indicios validos de
la situacién de violencia de género de la actora, sin necesidad de condi-
cionarlo a su ratificacién judicial, dentro del especial contexto discrimi-
natoria ya aludido y aplicando la perspectiva de género en la imparti-
cién de justicia (valoracién de elementos probatorios). Esta innecesaria
ratificacién de Informes, no es tampoco extrafa en el proceso laboral,
pues el articulo 93.1° de la Ley Reguladora de la Jurisdiccién Social',
en relacién a la prueba pericial exime de ratificacién judicial a los infor-
mes contenidos en la documentacién administrativa, cuya aportacién

sea preceptiva, segiin la modalidad de que se trate.

En el presente caso, no se trata de un procedimiento de seguridad social ni
tampoco de un informe médico, pero estamos ante un documento adminis-
trativo, pues quien lo suscribe lo hace en nombre del antiguo Instituto Cana-
rio de la Mujer ICM), dependiente del Gobierno de Canarias que vela por
la proteccion fisica, psicolégica y moral (salud) de las victimas de violen-
cia de género. La actora no acudié al Servicio Canario de Salud a solicitar
ayuda sino al Instituto Canario de la Mujer, como entidad de proteccién
de la salud moral de las victimas de violencia de género. Ademds el ICM
es un érgano con competencia en la asistencia a las victimas de violencia
de género, por lo que con mayor motivo debe ser tenido en cuenta como
indicios inequivocos de la situacién de violencia que padecia la actora,

ello unido a la ausencia de impugnacién del citado documento.

" El articulo 93, inc. 1° de la Ley Reguladora de la Jurisdiccién Social (BOE n° 245 de
11 de octubre de 2011) dispone en materia de prueba pericial lo siguiente: «La prictica de
la prueba pericial se llevard a cabo en el acto del juicio, presentando los peritos su informe y
ratificindolo. No serd necesaria ratificacién de los informes, de las actuaciones obrantes en
expedientes y demds documentacién administrativa cuya aportacién sea preceptiva segiin la
modalidad procesal de que se trate».
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b) A lo anterior debe anadirse el conjunto de denuncias a las que refirie-
re la fundamentacidn juridica de la sentencia, y que ya se han referido
especificamente (siete denuncias ante la comisarfa y tres actuaciones ju-
diciales), que a criterio de esta Sala son también indicios solventes com-
patibles con la situacién de violencia de género padecida por la actora

antes y después de su separacién.

En la realidad social de 1995, cuando se planted la primera denuncia
por maltrato, las manifestaciones de la demandante constituyen un im-
portante indicio de que estaba siendo violentada por su esposo, lo que
en este caso se ve reforzado por otros datos como el auto de fecha 13 de
noviembre de 1995 que aunque acordé el archivo del procedimiento
incoado como diligencias previas, en su fallo declaré «falta» el hecho
que motivé la incoacién de las diligencias previas. Tales hechos, en el
contexto social del ano 1995, constitutivos de falta, son compatibles con

la violencia de género que ahora se reivindica.

El panorama de denuncias escalonadas interpuestas por la actora entre
1995 y 1999 (antes y después de la separacién), no puede quedar
neutralizado por la inexistencia de sentencia de condena, pues tal y
como ha declarado el Tribunal Supremo en la sentencia referida, debe
hacerse un andlisis no restrictivo o mecénico, sino contextual y sobre
todo debe tenerse en cuenta las especiales dificultades de la victimas de
violencia a la hora de denunciar y probar su situacién, dificultades que
se multiplicaban, mucho antes de la entrada en vigor de la Ley Orgénica
1/2004 y el Convenio de Estambul. Por todo ello, entendimos fue pro-
bada, de acuerdo con los indicios referidos, la situacién de violencia de

género padecida por la actora.

¢) La ausencia de las hijas del causante en el acto del juicio en calidad de
testigos no supone un obstdculo para llegar a la anterior conclusién, pues
presenciar episodios de violencia fisica y psicolégica a tempranas edades
en el entorno doméstico, puede tener graves efectos y muy diversos en
las personas, dependiendo de su fortaleza por lo que exigir su testimonio
puede ser, en muchos casos, revictimizador contraviniendo lo dispuesto
en el articulo 19 de la Ley 4/2015, de 27 de abril del Estatuto de la vic-

tima del delito®.

Por ello, no puede ser objeto de conviccién (en negativo), la ausencia

de la testifical de las hijas, mdxime si como todo apunta fueron también

15 Ley 4/2015, de 27 de abril del estatuto de la victima del delito (BOE n°101 de 28 de
abril de 2015).
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victimas de violencia intrafamiliar, pues la madre las refiere como testigos
presenciales en varias de las denuncias presentadas ante los Cuerpos y

Fuerzas de Seguridad.

III. Conclusiones

La importancia de esta sentencia radica, no tanto en la estimacién de
fondo del recurso, sino en la novedad de ser la primera resolucién judicial
dictada en Espana en la que se define tedricamente el criterio hermenéutico
que obliga a los 6rganos jurisdiccionales a adoptar interpretaciones juridicas
que garanticen la mayor proteccidn de los derechos humanos, en especial los
de las victimas, mediante la técnica de imparticidn de justicia con perspectiva
de género, ademds de proyectar y aplicar al caso (en la valoracién de la prue-
ba aportada) la citada técnica mediante la cual se acaba estimando el recurso

de suplicacién planteado por la victima de violencia de género.

La justicia detecta, corrige y compensa. Los jueces y juezas podemos
y debemos ser dinamizadores de cambios sociales para avanzar en la igualdad

a través de nuestras actuaciones y resoluciones judiciales.

Hay dos formas de impartir justicia: hacerlo formal y mecdnicamente
y hacerlo de forma contextualizada con equidad y perspectiva de género. La
primera perpettia las sistémicas asimetrias sociales entre sexos, la segunda, en
cambio, camina hacia una sociedad igualitaria. Una justicia sin perspectiva

de género, no es justicia.



